FUNDAMENTOS

El porcentaje de la población asalariada que sufre el denominado acoso moral (mobbing) comienza a ser preocupante si tenemos en cuenta las conclusiones que sobre el mercado laboral latinoamericano a publicado en su trabajo “Condiciones de trabajo 2002” publicada por la OIT que refleja que en un 9% la población asalariada de nuestros países padece esta practica. Hasta el momento se carecen de datos confiables en nuestro país pero nada indica que nos apartemos de los porcentajes de los restantes países latinoamericanos.

Las instituciones competentes en materia de salud y seguridad laboral definen esta patología  de la conducta laboral como el ejercicio de la violencia psicológica externa que se realiza por una o mas personas sobre otra en el ámbito laboral respecto de las cuales existe una relación asimétrica de poder en forma sistemática y prolongada en el tiempo.

Las formas en que se expresan estas practicas son acciones contra el ejercicio de su trabajo manipulación de la comunicación o la información de la persona agredida, la aparición de este fenómeno en las relaciones laborales se ve favorecida por la creencia de que un  estilo de mando autoritario consigue una mayor eficiencia y también por las nuevas formas de organización del trabajo. Se ha comprobado que las consecuencias de esta practica afectan de manera negativa tanto a la persona que la sufre como a su entorno laboral y social, e incluso a la institución en la que trabaja, esta comprobado que las personas afectadas padecen daños en su salud (insomnio, ansiedad, stress, depresión, dolencias psicosomáticas) con la consiguiente repercusión  e incidencia en la siniestralidad laboral.

El bien jurídico protegido por la presente ley es el trabajo en condiciones dignas y justas, la libertad, la integridad, la honra y la salud mental, que en este caso se desempeña en las relaciones de empleo de la administración publica. 

Atento a la competencia de la provincia de Buenos Aires en materia laboral la presente ley se promueve como modificación de la Ley 10430 ( Estatuto y escalafón para el personal de la administración publica de la provincia de Buenos aires).

Por lo expuesto es que solicito a los Señores legisladores me acompañen en el presente proyecto.

PROYECTO DE LEY

El Senado y la Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de ley

LEY

Articulo 1:  Agregase como articulo 20 bis a la Ley 10430 el siguiente cuerpo normativo.

Inciso A: Entiéndase a  los efectos de la presente ley por acoso laboral toda conducta persistente y demostrable exigida sobre un agente, por parte de un jefe superior mediato o inmediato, encaminada a infundir miedo, intimidación, angustia, a causar perjuicio laboral,  generar desmotivación en el trabajo o inducir a la renuncia del mismo.

En el contexto de este inciso, el acoso laboral puede darse, entre otras, bajo las siguientes modalidades generales.

Ap. I: Maltrato laboral, toda violencia contra la integridad física o moral, la libertad física o sexual y los bienes de quien se desempeñe como agente publico; toda expresión verbal injuriosa o ultrajante que lesiona la integridad moral o los derechos a la intimidad y al buen nombre de quienes participen en una relación de trabajo.

Ap. II: Toda conducta cuya característica de reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de inducir la renuncia del agente, mediante la descalificación, la carga excesiva y abusiva de trabajo y los cambios permanente de horario.

Ap. III: Todo trato diferenciado por razones de genero, origen, credo religioso o preferencia política.

Ap. IV: Toda acción tendiente a obstaculizar el cumplimiento de la tarea, o hacerla mas gravosa o retardarla con perjuicio para el agente.

Ap. V: Toda conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y seguridad del agente mediante ordenes de funciones sin el cumplimiento de requisitos mínimos de seguridad.

Ap. VI: Realizar acciones que mediante ocultamiento, o aprovechando las condiciones de tiempo modo o lugar dificulten la defensa del agente dañado.

Ap. VII: Las expresiones injuriosas o ultrajantes sobre la persona acerca de la calificación profesional o de cuestiones personales que menoscaben la integridad del agente.

Ap. VIII: El trato discriminatorio respecto a los demás agentes en cuanto al otorgamiento de derechos e imposición de obligaciones.

Inciso B: No constituyen acoso laboral.

Ap. I: Bajo ninguna de sus modalidades las exigencias u ordenes necesarias para mantener la disciplina de las instituciones publicas y del cumplimiento de los deberes y prohibiciones contenidas en el articulo  78 y siguientes de la presente ley, ni los actos destinados a ejercer la potestad disciplinaria, ni las solicitudes de mejorar la eficiencia laboral o de cumplir deberes extras de colaboración cuando sean necesarios para la mejor prestación de los servicios, en custodia de los derechos de los ciudadanos y protegiendo el bien publico de la población.

Ap. II: Régimen disciplinario: quien se crea victima de alguna de las conductas descriptas en esta ley, que considere tipificada dentro de lo que se entiende como acoso laboral, podrá en caso de que el acosador o acosadores estén comprendidos dentro del régimen de la presente ley solicitar la aplicación del sistema disciplinario contemplado en el articulo 80 y siguientes de este texto normativo. Su solicitud no podrá ser denegada sin resolución fundada, y la autoridad de aplicación podrá adoptar medidas cautelares preventivas en caso de que la denuncia tenga fundamentos serios
Ap. III: En caso de que el autor o autores del presunto acoso laboral este exceptuado del alcance de esta ley, por estar comprendido en el articulo 1° de la presente,  la presunta victima de la conducta definida en el apartado anterior, deberá accionar directamente ante la justicia provincial, mediante el ejercicio de la acción de amparo.

Inciso C: Temeridad de la queja de acoso laboral: cuando a juicio de la autoridad de aplicación del régimen disciplinario la queja de acoso laboral carezca de todo fundamento fáctico razonable se impondrá a quien la formulo alguna de las sanciones previstas en los artículos 82 u 83 de la presente ley, y en caso de ser un funcionario comprendido en el apartado anterior, será el juez competente quien determine las medidas a tomar.

Inciso D: Caducidad: las acciones derivadas del acoso laboral caducaran a los doce meses de la fecha en que haya ocurrido la conducta a sancionar.

Articulo 2: Comuníquese al Poder Ejecutivo.

